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Estado Nacional y 
Derechos de Ciudadanía:

extrayendo lecciones 
de la parte llena del vaso

Marta Arretche*

La publicación de Contribuciones II es una gran oportunidad para reflexionar sobre 
los fundamentos teóricos y conceptuales de un Estado que sea capaz de tornar efectivos los 
derechos de ciudadanía. A partir del artículo de Guillermo O´Donnell en este volumen, 
este texto pretende ser una contribución a este debate demostrando la relevancia de 
una reflexión sobre los requisitos estatales para que el Estado cumpla efectivamente sus 
obligaciones para con sus ciudadanos. Argumento, además, que elementos empíricos 
para esta formulación conceptual pueden ser extraídos de la experiencia latinoamericana 
reciente. Aunque la “parte vacía del vaso” en la relación de los Estados latinoamericanos 
con sus ciudadanos sea ampliamente conocida, la identificación de los requisitos estatales 
que favorecen avances en esa relación permite extraer lecciones de la “parte llena del 
vaso”. Por razones puramente prácticas, derivadas de mis actividades de investigación, 
este análisis empírico estará basado en la experiencia brasilera reciente, más, ciertamente, 
estudios empíricos sobre los demás países latinoamericanos serían igualmente útiles para 
este objetivo. 

Históricamente, la adopción de políticas que garanticen el usufructo igualitario 
de los derechos de ciudadanía impone exigencias profundas sobre la estructura de los 
Estados nacionales. La expansión de las funciones del Estado (contrapartida histórica 

*	 Profesora del Departamento de Ciencia Política de la Universidad de São Paulo (USP) e investigadora 
del Centro de Estudos da Metrópole (CEM-CEBRAP).
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de la expansión de los derechos de ciudadanía) no implicó apenas la expansión del 
gasto público, sino que además impuso cambios profundos en la arquitectura de las 
instituciones estatales (Marshall, 1967). La extensión con que el Estado cumple la 
promesa de la ciudadanía está directamente asociada a la extensión con que las agencias 
estatales penetran en el territorio nacional y coordinan internamente sus acciones de 
modo de ejercer el monopolio de la autoridad sobre las dimensiones de la vida de los 
ciudadanos afectadas por la acción del Estado, impidiendo así que las estrategias de 
sobrevivencia de estos últimos dependan de los poderes privados (Migdal, 1988: 10-41; 
O’Donnell, en este volumen). 

La literatura reciente sobre las relaciones entre Estado y ciudadanía ha prestado 
poca atención a este tema tan central. En verdad, el debate reciente dio gran centralidad 
a la temática de las relaciones entre Estado y sociedad, mas específicamente se concentró 
en las cuestiones relativas a las instituciones políticas que promueven decisiones 
democráticas y participativas, favoreciendo simultáneamente la accountability de los 
gobiernos en relación a sus ciudadanos. En contrapartida, la cuestión de los requisitos 
institucionales para que el Estado garantice patrones igualitarios de acceso a los derechos 
de ciudadanía permaneció relativamente poco tratada. En otros término, los tremendos 
desafíos que enfrenta la máquina estatal para que el Estado traduzca sus decisiones en 
acciones efectivas (incluyendo todos los miembros de su comunidad política) recibieron 
menor atención de la literatura reciente. Ausente esta reflexión, se supone garantizada 
una correspondencia entre buena decisión y buen gobierno. 

Este artículo argumenta que una dimensión relevante y poco explorada de la 
reflexión sobre el tipo de Estado que promueva la democracia en su sentido pleno, es la 
de los requisitos estatales que permitirían a los ciudadanos tener acceso a sus derechos 
(O’Donnell). En otras palabras, el buen gobierno no requiere sólo instituciones políticas 
que garanticen que las decisiones sean tomadas de modo democrático. La obligación 
estatal de garantizar el usufructo de derechos a todos los miembros de una comunidad 
política impone exigencias para la organización de la máquina estatal. 

Esta reflexión puede y debe ser apoyada en la experiencia reciente de los países 
latinoamericanos. En efecto, la dimensión más prominente de la reflexión sobre las 
instituciones estatales adecuadas para la promoción de una democracia de ciudadanos 
enfatizó las virtudes de la descentralización. En las últimas décadas, ésta estuvo, pari 
passu con la democratización, en el centro de la agenda de debates sobre la reforma del 
Estado en América Latina. Innumerables reformas descentralizadoras fueron adoptadas 
(Draibe, 1996; Kaufman e Nelson, 2004), con la expectativa de que este nuevo diseño 
de las instituciones estatales promoviese tanto la participación democrática sobre las 
decisiones y acciones de los gobiernos como la efectividad del Estado. 

La defensa de las virtudes de la descentralización fue fuertemente afectada 
por el contexto de los procesos de redemocratización. El hecho de que los regímenes 
autoritarios latinoamericanos hayan sido simultáneamente Estados centralizados 
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produjo, por un efecto de policy feedback, una asociación positiva entre centralización 
estatal y autoritarismo. Simétricamente, el debate sobre los requisitos estatales para un 
Estado democrático fue tremendamente influenciado por una asociación positiva entre 
descentralización y democracia. De esta asociación, partirán orientaciones favorables a 
que el abanico más amplio posible de decisiones relevantes de las políticas públicas fuese 
delegado a las unidades más próximas a los ciudadanos, en particular en los gobiernos 
locales. 

No menos influyentes para la defensa de las virtudes de la descentralización 
fueron las proposiciones derivadas de la concepción cívica tocquevilliana. Sin embargo,  
una lectura cuidadosa de Tocqueville no autoriza a la entera delegación de competencias 
a favor de los gobiernos locales. De hecho, Tocqueville distinguió la centralización 
gubernamental –relacionada con los intereses comunes de una nación– de la centralización 
administrativa –relacionada con los intereses particulares de las comunidades. Consideraba 
que la primera sería fundamental para que las naciones pudiesen prosperar, unidas por 
una sola voluntad, en tanto la segunda sólo serviría para debilitar a las naciones y su 
resultado sería la apatía política. Por lo tanto, una vez que un determinado conjunto 
de derechos se tornase un interés común de la nación, éste pasaría a ser una atribución 
del gobierno central. En verdad, las funciones a ser atribuidas a los gobiernos locales 
en Democracia en América son largamente afectadas por lo limitado de las funciones del 
Estado en el inicio del Siglo XIX. El largo proceso de expansión de las funciones del 
Estado asociado al desarrollo de los Estados de Bienestar en el Siglo XX, implicó que 
un conjunto mucho más amplio de obligaciones pasara a ser de interés común de una 
nación, siendo, por lo tanto, atribución del gobierno central. 

En el plano empírico, la investigación comparada sobre el resultado efectivo de 
las reformas descentralizadoras no confirmó las expectativas despertadas por las teorías 
que las justificaban, revelando aumento de los niveles de corrupción de los gobiernos 
locales, aumento del déficit público y persistencia del clientelismo (Rosanvallon, 1993; 
Prud’homme, 2002). Además de esto, el análisis comparado de las formas de Estados 
enfatiza en los riesgos derivados de un gobierno central limitado, particularmente en 
lo que tiene que ver con las oportunidades de reducción del gasto social, los incentivos 
institucionales para la desregulación de la competencia, la superposición de competencias 
y la emergencia de desigualdades en la provisión de bienes públicos (Skocpol, 1992; 
Weaver e Rockman, 1993; Peterson, 1995; Pierson, 1995). 

Imaginemos un objetivo nacional de política social cualquiera, en un país en el 
cual los servicios pertinentes hayan sido descentralizados. La realización de ese objetivo 
supondría la movilización de los gobiernos locales. El reconocimiento generalizado de 
que ese objetivo debería ser una prioridad nacional no implica que los gobiernos locales 
se avengan a establecer el mismo objetivo como una prioridad de política pública en el 
plano local. Más aún: no implica que, aunque lo hagan, estén de acuerdo con relación a 
las estrategias más adecuadas para alcanzar el objetivo. Además, si estos gobiernos locales 
fuesen receptivos de las preferencias de sus ciudadanos, es probable que estableciesen 
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prioridades de lo más diversas entre sí. En la ausencia de mecanismos de coordinación 
nacional, el resultado más probable sería un aumento de las desigualdades, derivado de 
las acciones de los diferentes gobiernos locales. 

Ahora un Estado nacional que tenga capacidad de implementar o hacer 
implementar sus decisiones en todo el territorio nacional, precisa disponer de mecanismos 
efectivos de coordinación de sus propias agencias, de modo a traducir estas decisiones 
en políticas. La necesidad de mecanismos nacionales de coordinación de las políticas es 
tanto más esencial si estas decisiones giran en torno al objetivo normativo de garantizar 
el acceso igualitario a los derechos.

	 Extrayendo lecciones de la parte  
llena del vaso 

El Brasil es un buen ejemplo para indicar la relevancia de profundizar los estudios 
empíricos en torno a esta cuestión, por tratarse de un Estado federativo, conocido por 
la extensión de las reformas descentralizadoras adoptadas en el desarrollo del proceso 
de democratización. Entretanto, un aspecto menos conocido de la trayectoria brasilera 
reciente es el que se refiere a las reformas que promovieron las capacidades nacionales 
de coordinación de las políticas públicas, regulando las finanzas y las políticas a ser 
ejecutadas por los gobiernos locales. 

En el inicio de los años 90, el Brasil presentaba los peores indicadores de educación 
y de salud entre los países latinoamericanos, además de ser conocido por presentar 
una de las más desiguales estructuras de distribución de la renta del mundo, como lo 
demuestran sucesivos Informes de Desarrollo Humano del PNUD�. Los indicadores 
sociales de la década del 90 indican que el régimen militar legó a la democracia una 
pesada deuda social. Completado el ciclo de la redemocratización, con la aprobación 
de una nueva Constitución en 1988, el Brasil presentaba tasas de pobreza, de años de 
escolaridad, de expectativa de vida y de mortalidad infantil, mucho peores a las de países 
de América Latina con renta per cápita bien inferior a la de Brasil (Paes de Barros et al, 
2000; Arretche, 2006). A mediados de la década de 2000, los indicadores sociales y de 
renta de Brasil son más positivos, revelando que el Brasil mejoró en relación a su pasado 
reciente, logrando reducir, pero sin eliminar, desigualdades en el acceso a programas 
de garantía de renta y servicios educacionales y de salud. Se trata, así, de identificar la 
ingeniería estatal que favoreció la producción de la parte llena del vaso. 

Examinemos características institucionales de políticas particulares para, 
posteriormente, identificar los requisitos estatales que permiten la coordinación nacional 
de las políticas. 
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	 El Programa nacional de transferencia  
de renta

Ampliamente conocido, el Programa Bolsa-Familia fue creado en 2003. Es 
relevante para el argumento presentado en este artículo destacar que el Programa 
estaba presente en todos los municipios brasileros a fines de 2005�, es decir, hace apenas 
dos años. Adicionalmente, tuvo un importante impacto en la reducción reciente de las 
desigualdades de renta en el Brasil (Barros, 2006; Soares, 2006; Rocha, 2006) aunque, 
empero, ésta no puede ser atribuida exclusivamente al Programa Bolsa-Familia�.

El Programa surgió de la unificación y ampliación de programas federales creados 
a partir de 2001, los cuales, a su vez, tuvieron su origen en experiencias municipales y 
estaduales de buen suceso (Lavinas, 1999; Lavinas y Barbosa, 2000)�. Su introducción 
en la agenda de la política social brasilera se debe a los gobiernos locales, su suceso 
rápidamente los convirtió en una política nacional, financiada, reglamentada y coordinada 
por el gobierno federal, asumiendo los gobiernos locales el papel de catastrar a las familias 
necesitadas y el Ministerio de Desarrollo Social el de seleccionar a las beneficiarias. 

El Programa es uniforme para todo el territorio nacional, beneficiando a familias 
con renta familiar mensual per capita inferior a la canasta básica, definida por el gobierno 
federal. Estados y municipios tienen la función de catastrar a las potenciales familias 
beneficiarias, pero no pueden alterar las reglas de elegibilidad ni los valores de los 
beneficios. Una vez catastradas, las familias reciben una credencial electrónica y pasan a 
recibir el beneficio mensualmente, directamente en una agencia bancaria, no habiendo, 
por lo tanto, ningún intermediario entre el ciudadano y el usufructo del derecho. 

En este programa le caben al gobierno federal las funciones de financiamiento 
y reglamentación y a los gobiernos subnacionales, la función de catastrar a las familias. 
No hay, por lo tanto, ningún desembolso por parte de los gobiernos locales. Estos reciben 
recursos para administrar su catastro de beneficiarios. Esta regla operó como un fuerte 
incentivo para la adhesión de los gobiernos locales y explica buena parte de la velocidad 
de implantación del Programa�. 

En la práctica, este conjunto de reglas crea fuertes incentivos para que los 
gobiernos locales se integren al Programa, incluyendo los municipios gobernados por 
partidos de oposición, neutralizando por lo tanto los efectos del multipartidismo sobre 
la coordinación nacional de esta política sectorial�.
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	 Política de salud

El Brasil instituyó en el final de la década del 80 su Sistema Único de Salud, que 
pretende ser universal, gratuito y descentralizado, en el cual les cabe a los municipios la 
responsabilidad de la gestión y ejecución de los servicios básicos de atención de salud. El 
sistema es prácticamente universal, pues apenas una minoría de 8,7% de la población 
nunca usa el sistema público de salud (Afonso, 2004: 27). En 1992, 2450 municipios 
brasileros de un total de 4650 (53%) no contaban con ningún puesto de salud y 129 
no contaban con ninguna unidad básica de atención (puesto de salud o centro de salud) 
(IBGE, 1992). En 2005, este número cayó a apenas 6, de un total de 5558 municipios 
(IBGE, 2006). Además de ser un indicador de la penetración territorial de las agencias 
estatales de salud, este indicador revela la penetración territorial de un modelo de 
asistencia de salud que privilegia la instalación de servicios de atención básica y adopta 
programas similares en el territorio nacional. (IBGE, 2006). 

Hay evidencias de que permanecen desigualdades en la oferta de servicios entre 
los municipios brasileros�, pues mientras la media de consultas per capita por municipio 
ha subido (lo que indica la expansión del acceso), el desvío de padrón de esta media 
tiende a permanecer estable, lo que indica persistencia de las desigualdades (Arretche 
y Marques, 2007; CEM, 2006). Por lo tanto, la desigualdad entre los municipios dice 
más respecto a cantidad y calidad de las prestaciones en salud de lo que en relación al tipo 
de programa de salud adoptado, siendo la prioridad de la atención básica en salud una 
característica homogénea de la agenda de salud de todos los municipios brasileros�. 

Estos resultados son, en buena medida, explicados por la estructura de 
coordinación de esta política sectorial. Tanto las decisiones de gasto como las políticas 
de los gobiernos locales son inducidas por la legislación federal, más específicamente 
por reglas constitucionales y ministeriales. Una enmienda constitucional, aprobada 
en el 2000, obliga a los gobiernos municipales y estaduales a gastar, respectivamente, 
15% y 12% del total de sus fondos tributarios en salud. Además de esto, desde la 
promulgación del Sistema Único de Salud, en 1990, la Unión está encargada de las 
funciones de financiamiento y de formulación de la política nacional de salud, así como de 
la coordinación de las acciones intergubernamentales. Esta división de funciones implica 
que el gobierno federal tiene autoridad para tomar las decisiones más importantes en 
esta política sectorial y, en consecuencia, las políticas implementadas por los gobiernos 
locales son fuertemente dependientes de las transferencias federales y de las reglas 
definidas por el Ministerio de Salud. Y aunque los gobiernos locales sean políticamente 
autónomos y tengan formalmente autoridad para adoptar sus propias políticas de salud, 
el gobierno federal dispone de recursos institucionales para influenciar sus decisiones de 
políticas, afectando su agenda de gobierno.

La edición de reglas ministeriales ha sido el principal instrumento de 
coordinación de las acciones nacionales en salud. El contenido de éstas consiste, en 
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gran medida, en condicionar las transferencias federales a la adhesión de los Estados 
y municipios a los objetivos de la política federal. A partir de 1998, cuando se redujo 
la incertidumbre en cuanto al flujo de estas transferencias, debido a un conjunto 
de medidas que garantizaron volúmenes adecuados de recursos y tornaron creíble 
que las transferencias serían efectivamente realizadas, independientemente de las 
lealtades partidarias, aumentó exponencialmente la adhesión de los gobiernos locales 
a las políticas preferenciales del gobierno federal. Por esta razón, no hay evidencias 
de relación entre la afiliación partidaria de los prefectos y la producción de servicios 
ambulatorios y hospitalarios, siendo la inducción federal el principal factor explicativo 
de la acción de los gobiernos locales (Arretche e Marques, 2007). En otras palabras, la 
adopción de reglas claras y creíbles en cuanto a las transferencias federales, vinculando 
recursos a demandas, produjo efectos positivos sobre la coordinación nacional de las 
políticas públicas. 

Este sistema de incentivos indujo a los gobiernos locales a adoptar programas de 
atención básica de salud, contratación de médicos, enfermeros y asistentes de salud, así 
como acceso gratuito a los principales medicamentos, cobertura de vacunación y atención 
prenatal, de modo homogéneo en el territorio nacional. Si las transferencias son regulares y 
si los criterios son predefinidos, el compromiso del gobierno federal se torna creíble y, 
en consecuencia, los gobiernos locales ven reducida la incertidumbre de adherir a los 
programas federales, eliminando el problema de la no-simultaneidad de las acciones. 
Con base en sus funciones de financiador y regulador, el gobierno federal coordina la 
política nacional de salud, en la medida en que produce convergencia en torno a las 
prioridades a ser adoptadas.

Finalmente, todas las medidas referentes a las funciones a ser ejecutadas por 
los gobiernos locales deben ser aprobadas por una Comisión Intergestores Tripartita, 
compuesta por representantes de los ejecutivos federal, estadual y municipal. La 
constitución de esta “arena federativa” permite la incorporación de las demandas de 
los gobiernos locales a las reglas de la política federal, particularmente en lo que dice 
respecto al contenido de las reglas ministeriales dictadas por el Ministerio de Salud. 

	 Política de Educación Fundamental

El área de educación es aquella en que Brasil presenta los peores indicadores de 
desempeño. Entretanto, es posible en este caso extraer lecciones de la “parte vacía del 
vaso”. 

Brasil logró de hecho universalizar el acceso a la educación básica, particularmente 
en lo que tiene que ver con el acceso de los pobres a la educación pública. Los datos 
sobre acceso revelan que en el municipio de Sao Paulo en 2004, 99% de los 40% más 
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pobres tenían a sus hijos matriculados en el nivel básico (Figueiredo, Torres e Bichir, 
2006b). En el año 2006, idéntico estudio en el municipio de Salvador reveló que 97% 
de las familias de ese mismo estrato tenían a sus hijos de entre 7 y 14 años matriculados 
en el nivel básico (Figueiredo e Torres, 2006). Entretanto, el desempeño del sistema 
educacional brasilero es muy bajo. La tasa de conclusión del nivel básico (8 años de 
estudio) en la franja etaria de 15 a 19 años, no llegaba a 15% en 2004. Además, todas las 
investigaciones internacionales revelan que los estudiantes brasileros presentan niveles 
muy bajos de competencia (productividad) escolar. 

En esta política particular, a diferencia de las políticas de salud y de transferencia 
de renta, el gobierno federal tiene limitada autoridad para reglamentar la gestión y 
dispone de escasos recursos para financiar los programas ejecutados por los gobiernos 
subnacionales. En verdad, desempeña una función apenas supletoria, de financiar 
programas de alimentación de los estudiantes de las escuelas públicas, así como 
programas de construcción y capacitación de las unidades escolares. Cuenta, por lo 
tanto, con recursos institucionales bien limitados para coordinar la adopción de objetivos 
nacionales de política. 

La oferta de enseñanza es responsabilidad de Estados y municipios, siendo que 
estas dos redes operan de modo enteramente independiente, con marcadas desigualdades 
en la capacidad de gasto entre las unidades de la federación, las cuales afectan la carrera 
y salarios de los profesores, la naturaleza y calidad de los servicios educativos, así como 
el nivel de gasto/alumno (Vazquez, 2003). En cada municipio, las dos redes públicas 
–estadual y municipal– adoptan prioridades y programas enteramente distintos, 
en cuanto a transporte escolar, uniforme de los alumnos, condiciones de acceso a los 
equipamientos escolares, infraestructura de la escuela y tiempo de permanencia de los 
alumnos (Figueiredo et al, 2006b; Figueiredo e Torres, 2006). Evidentemente, tales 
diferencias no pueden ser atribuidas a las preferencias de los ciudadanos (puesto que son 
los mismos), y si a las prioridades de diferentes gobiernos sobre un mismo territorio, 
situación que acontece debido a las limitaciones institucionales de la coordinación 
nacional de políticas de educación. 

Para reducir las desigualdades de capacidad de gasto, el gobierno federal aprobó 
en 1996 una enmienda constitucional� que obligó a Estados y municipios a gastar el 
15% del total de sus fondos en educación, creando el Fondo Estadual de Desarrollo de 
la Enseñanza Fundamental (FUNDEFs). Esta medida tuvo un efecto equalizador de la 
capacidad de gasto en cada Estado de la federación, empero mantuvo las desigualdades 
entre los Estados (Vazquez, 2003). Su principal efecto fue limitar la autonomía decisoria 
de los gobiernos locales en lo que respecta al destino del gasto en educación. 

En verdad, para obtener este comportamiento de gasto por parte de los gobiernos 
locales, el gobierno central adoptó la estrategia de aprobar una regla constitucional, 
dada su limitada capacidad institucional de afectar a las escuelas de los gobiernos locales. 
La regla constitucional opera como una norma que obliga a dar prioridad a la educación 
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fundamental, incluso en los gobiernos locales que no tengan esta prioridad en su agenda. 
Obsérvese, en consecuencia, que la estrategia de coordinación en este caso, llevó a 
adoptar una norma que tiene efecto homogéneo en el territorio nacional. 

Sin embargo, esta medida tuvo limitada capacidad de producir convergencia en 
torno a las políticas y programas a ser adoptados, dado que sus mecanismos de inducción 
se restringen a parámetros de gasto. Las evidencias sugieren que el FUNDEF fue 
responsable por la expansión de la matrícula en la enseñanza fundamental (Afonso, 
2004), así como por aumentos en los salarios relativos de los profesores, pero no hay 
evidencia de que haya mejorado la competencia relativa de los alumnos de las escuelas 
públicas (Menezes-Filho; Pazello; Souza, 2005), manteniendo las desigualdades de 
desempeño escolar. 

En este año 2007, el gobierno federal lanzó un Plan de Desarrollo de la Educación. 
Este crea un Índice de Desarrollo de la Educación Básica (IDEB), calculado con base en 
el tiempo medio de conclusión de cada ciclo escolar y en la nota media de los alumnos 
en una prueba nacional. Este índice, que será divulgado públicamente, servirá como 
referencia para evaluar el desempeño de cada red y de cada escuela pública. El programa 
consiste en establecer metas para mejorar este índice, condicionando la transferencia de 
recursos y apoyo técnico en el área de gestión al compromiso con la adopción de medidas 
básicas, tales como la contratación de directores por concurso, para los municipios que 
se dispusieran a intentar alcanzar esas metas. Además, establece un piso nacional salarial 
para los profesores del país entero, combinando la meta de universalización de los 
laboratorios de informática para todas las escuelas públicas. 

Dado su carácter reciente, no hay evaluaciones del Plan. Sin embargo, para los 
fines de este artículo, interesa destacar el papel de coordinación desempeñado por el 
gobierno federal, así como la estrategia de condicionar recursos a la adopción de medidas 
de política. Se busca promover convergencia en torno a los programas y prioridades, 
de modo de garantizar que los Estados y municipios adopten estrategias semejantes, 
aunque tengan facultades para no hacerlo. 

	 Consideraciones Finales

Este artículo argumenta que un Estado nacional que se proponga garantizar 
derechos de ciudadanía a todos sus miembros, precisa enfrentar requisitos institucionales 
relativos a la coordinación nacional de sus políticas. En efecto, estos hablan acerca del 
modo como el Estado se organiza para penetrar su territorio nacional, coordinando 
internamente sus acciones y enfrentando sus propias tendencias centrífugas. En el 
caso latinoamericano, tales desafíos estatales son posiblemente más necesarios aun con 
posterioridad a las reformas descentralizadoras adoptadas en el continente.
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La experiencia brasilera reciente indica que los gobiernos centrales tienen un 
papel insustituible en la coordinación de las políticas públicas, siempre que las decisiones 
a ser implementadas involucren la promoción de patrones universales e igualitarios de 
acceso a derechos. Esta centralización de la autoridad implica el papel de regulador 
principal de las políticas a ser adoptadas por los encargados de la ejecución, sean estos los 
gobiernos locales (al igual que los agentes privados). Reglas de titularidad y concepciones 
estratégicas de acción deben ser objeto de la regulación del gobierno central, siempre que 
se pretenda que políticas homogéneas sean implementadas en el territorio nacional. 

Adicionalmente, el gobierno central debe disponer de recursos que puedan ser 
empleados para inducir las decisiones de los agentes de los gobiernos locales encargados 
de la ejecución de las políticas, particularmente cuando ésta es descentralizada. La 
disponibilidad de estos recursos asociada a la reducción de la incertidumbre en cuanto 
a su efectiva distribución a los agentes encargados de la ejecución de las políticas, son 
decisivas para solucionar el problema de la no-simultaneidad de las acciones. 

El papel de coordinación del gobierno central implica además, instituir 
mecanismos de control, evaluación y monitoreo de los gastos y de las políticas a ser 
ejecutadas por los gobiernos locales. Este sistema –de divulgación pública– permite que 
las relaciones entre el gobierno central y los gobiernos locales sean pautadas por reglas 
públicas y creíbles, así como permiten la credibilidad de las estrategias de coordinación 
que condicionan la transferencia de recursos al cumplimiento de metas de políticas. 

La existencia de foros de negociación, con representación de los agentes estratégicos 
en la ejecución de las políticas, favorece que sean tomadas mejores decisiones. Permite 
que la distribución de encargos sea formulada de forma compatible con las capacidades 
administrativas efectivamente disponibles en los gobiernos locales. 

Este arreglo es compatible con el ideal democrático tocquevilliano, para quien la 
vitalidad de la vida cívica está directamente asociada a la descentralización administrativa 
y para que los intereses comunes a todas las partes de una nación –entre los cuales debemos 
incluir los derechos de ciudadanía– estén de hecho bajo la autoridad del gobierno central, 
de modo a permitir que las naciones puedan prosperar, unidas por una sola voluntad!! 
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1	 La edición 2006 de este informe muestra que Brasil mejoró en relación a sí mismo, aunque no en 
relación a los demás países, pues pasó del puesto 68a. al 69a en el ranking mundial. 

2	 Conforme site del Minísterio do Desenvolvimento Social e Combate à Fome. La proyección para 
2006 indica 12 millones de beneficiarios.

3	 Además de Bolsa-Família, son apuntados como altamente significativas (i) las mejoras sistemáticas 
del salario mínimo real y (ii) la reducción de las desigualdades en los salarios del mercado formal 
de trabajo, explicadas en buena medida por la reducción de las diferencias en los niveles de 
escolaridad. 

4	 Durante el gobierno del Presidente Fernando H enrique Cardoso, fueron lanzados diferentes 
programas de transferencia de renta por diferentes ministerios – a saber: los Programas Bolsa-
Escola (2001), Bolsa-Alimentação (2001); Auxílio-gás (2002) y Cartão-Alimentação (2002), los cuales 
fueron finalmente unificados en el gobierno de Luiz Inácio Lula da Silva, bajo el nombre de Bolsa-
Família.

5	 Figueiredo et al (2006a) demostraron que el 95% de los que tienen acceso a los programas 
de transferencia de renta, en el municipio de S an Pablo, son de hecho los más pobres, aunque 
la cobertura de estos programas alcance al 28% de la población con menos de medio salario 
mínimo per capita. Además, demostraron que, sin embargo la metrópoli venía experimentando una 
precarización de las condiciones de trabajo – dado que el porcentual de insertados en el mercado 
formal de trabajo sobre la PEA cayó de 54% en 1991 a 30% en 2004 --, esto no se reflejó en la renta, 
que fue de hecho elevada en este período, debido a la inserción en el mercado informal de trabajo 
de los programas de transferencia de renta. En Salvador, capital de un estado del Nordeste brasilero, 
27,2% de las familias más pobres declararon recibir algún tipo de transferencia de renta, siendo el 
Bolsa-Família el único programa de este tipo en operación (Figueiredo e Torres, 2006).

6	 La existencia previa de programas estaduales o municipales no inhibió la emergencia de un programa 
nacional, coordinado por el ejecutivo federal, que de hecho constituyó la base para su existencia. 
Obsérvese, por lo tanto, como la trayectoria de Bolsa-Família en el Brasil e internamente distinta 
de la federación norteamericana, en que los gobiernos estaduales tienen capacidad de limitar la 
introducción de un programa federal de transferencia de renta en la aprobación del Social Security 
Act. El AFDC (Aid for Families of Dependent Children) era un programa que confería gran autonomía a 
los gobiernos estaduales en la decisión sobre los valores y criterios de elegibilidad, manteniendo esta 
característica durante toda a su vigencia (Weir, Orloff, Skocpol, 1988; Peterson, 1995). 

7	 Esta comparación está siendo objeto de una investigación, bajo mi coordinación, en el ámbito del 
Centro de Estudos da Metrópole, con financiamiento de la FAPESP. 

8	 Además de esto, estudios sobre el acceso a los servicios de salud indican que la desigualdad de renta 
no afecta el acceso a servicios de salud. Figueiredo, Torres e Bichir (2006b) examinaron las condiciones 
de acceso de los 40% más pobres del municipio de Sao Paulo, a través de una encuesta realizada en 
2004, revelando que, en el 91% de estas familias, por lo menos un miembro de la familia había tenido 
atención regular de salud en el último año. En 2006, Figueiredo e Torres (2006) coordinaron idéntica 
encuesta en el municipio de Salvador, capital de un estado de la región Nordeste. Los resultados son 
muy similares a los encontrados en Sao Paulo: en 86% de las 40% familias más pobres, por los menos 
un miembro de la familia había tenido atención regular por el sistema de salud en el último año. 
Concluirán que es la acción del Estado que compensa la precarización de las condiciones de trabajo, 
no sólo reponiendo los niveles de renta sino también eliminando los efectos de la desigualdad de 
renta sobre la igualdad de acceso a los servicios sociales. 

9	 La Enmienda Constitucional de FUNDEF – EC 14/96 -- establece que, por el plazo de 10 años, estados 
y municipios deberían aplicar, a lo menos, 15% de todas sus fondos exclusivamente en la enseñanza 
fundamental. Además de esto, 60% de estos recursos deberían ser aplicados exclusivamente al 
pago de profesores en efectivo ejercicio del magisterio. En el caso que un estado o municipio no 
ofrezca matrículas, debería transferir este 15% para el nivel de gobierno que efectivamente ofrece las 
matrículas, a través de un fondo estadual llamado FUNDEF. 
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